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ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS 
COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS 

CASO 11.280 
JUAN CARLOS BAYARRI VS. 

ARGENTINA 

ALEGATOS FINALES ESCRITOS DE LA CIDH 

l. INTRODUCCIÓN 

1. La Comisión lnteramericana de Derechos Humano~~ (en adelante la 
"Comisión lnt:ernmericarHI", "la Comisión", o "ltl CIDH"), presenta c:Jr"'tO la Corte 
lnter<lmerícan~:l de Derechos Hurnanos (en adelante "la Corte lnteram~)ricanE:I" o "la 
Corte") su escrito de alegatos finales en el caso 11 .280, Juan Carlos Bay;:mi, 
inrerpuesto contréJ el Estado de Argentina (en adelanta el ''Estado ar~Jentino", "el 
Estado" o "Arof~ntina") por l¡;¡ detención ilegal y arbitf(Jri8 del seíior Juan Cario:;; 
Bayarri (en rJdt=.'lame también referido como "la víctirna") C;JI 18 de noviembre de 
1991 en la provincia de Buenos Aires, Argentina, su tortura por t'lfJEllltes policiulos, 
su prisión pr~:v~mtiva por casi 13 ~nlos, y l(l denegación de justicia SlJbsiguiente. 

2. El señor B0yarri estuvo privado de su libertad por casi 1 3 ai'íos sobre 
la base de urn:1 confesión que fue obtenida baj~¡ tortura. No obst0ntE'l que la Ciunarc1 
N(lCional d<<>) A¡.'.lelaciones en lo Criminal y Correccional Feder;JI de Argentina 
consideró probad~ la tortura a la que fue sometido, transcurridos a la fecha rnás de 
16 años desde que ocurrieran los hechos, el Estado urgentino no ha provisto de un;.=1 
respuesta juclici<:\1 ;.'ldecu<'lda al s0íior Bayarri respecto de. la responsabilidad pen<ll de 
los outores, ni !o ha remediado de modo alguno por las violaciones sufridas. 

3. En el informe n(m"lero 15/07 elaborado en observancia del artículo 50 
de la Convenc;ión, F.lntre otros, y ndoptado el 8 de marzo de 2007, la Comisí(Jn 
concluyó qu<:: el Est¡:¡do argentino hmbía inc~mido en lét violación de los artícuiCls 7 
(Derecho El la Libertad Personal), 5 (Derecho a 1\-l lntegridnd Personal), 8 (Garantí~1s 
Judiciales) y 2:-:i (Protección Judicial) en conexión con el artículo 1 ( 1) (Obligación de 
Respetar los Derechos) de la Convención Americana sobre Dt7rc-~chos Hunwnos (en 
odelante "la Convención Americana" o "la Convención"), en perjuicio del seiior Juan 
Corlos Bayarri 1

. 

4. Con base en l<.ls conclusiones de su informe de tondo, la CIDH 
recomendó ¡;!1 E~;t;::¡do argentino: 

----- .............. -... -........................ ,_ 
1 CIDH. lnfnfmo 15/07, C.9~:>Q 11.?..80, Juw~ Cnrloo tl<IY<mi, Aronntinn. 8 do marzo d~1 2007. 

f.\pf.mdict~ 1 ck IIJ d~!rn:::mdu. 
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1. Cornpl\'lt:<Jr de maner¡.¡ répi<fa, irnp¡·lreial y ofoctivH IH invE!~'>tÍfJílGión de 
los r.ucf~~;(.l~; qun tuvieron lugtlr miontras el sHr1or Juan Carlos BnyAr'ri estuvo 
bajo cu!.;Tr.Jdií:i, a fín el<:~ de1t1IIDr 011 un informe oficial, las c.:ircunst(!lnGi•·Js y la 
rt:Jsponsabilidnd por IM; violfJcionl:ll:l !'lOt~li:Jiadas 011 el preseme in"fomw. 

2. ;;:n base ele ltl inve~1tigación Oh:ctiva de lo:; ht'JChos, <JUO torne las 
rnf?ldidas n¡;u:;esorins P<)ra someHlr f.l h·1~ f)f1rsonos rC,1~;pons<:1blf:lS do lo:'i hfJChos 
d~) deHmción r.Jrbitrariél, tortur(l y denegoci(Jn de justicia, :·)nW los proGt.mo~ 
Í\!di<;ialc5 y proc0dimi~lf1I<>S aclminhmativos apropi:;dqs. 

3. r.,doptfJr las medidas nr::\-esarias pon1 reparar los violodones 
establoc:i(i.;¡~;. y as1~gurur qu<:J el scf'íor Juo:m Carlos Bnyarri reciba lJn(l ju:>ta 
cnrnpens<:lción q~Je wme en C\J<:lllHI l::~s consocuoneias frsico~ y p:-;ic:olórJicas 
reforic.h1!;; <~n tll informo. 

4. TornM las medid¡1s rH~<;c~s<lrit~s por~J prevenir quo 1 alt'J~} violocionos 
ocurnm w·1 el fuwro, de acuerdo r1 11:1 oblir.¡oc:ión ~wneral do rm:p~Jiar y 
o~<:l9UI'<.li' los der~1chns establücitlos on la Convc::mGión. que in(:I~Jytm medidus 
educ<:trív:J!'~ par<J los agentes p(Jiiciales sobro 1<)$ estándares int.ernacionnlc::~ y 
la provr:lneión d~:1 lf.l torturé¡, y medidas p~1ra evit'<tr lo d~~tMl<':ión en condiciones 
de ineornunicación 2• 

5. Sin embaroo, en vista del incumplimiento de las r8comendaciomls 
en1itidas por 1.::1 Comisión por parte del Estado argentino y con bose en las 
disposicionc:.):~ de la Convención American~1 y del Reglamento de la CIDH, ésta 

presentó la dc:::nn;,mda ant.e la Corte el 16 de julio de 2007 con el objeto de someter a 
su jurisdicción l:·~s viol~1ciones cometidas por el Estado en contra del sefior Bay¡:mi. 

6. El Estado orgentino, por su parte, interpuso una excepción prelirnirwr 
de no <Jgotarniento de los recursos intomos fundada en que el s~)fior Bayarri no 
recurrió a la jurisdicción contencioso-administrativa dornésticé1 de~pués del 1 de 
junio de 2004, 1'ech0 en que la Cimwrí:l Nacioné)l do Apelaciones en lo Criminal y 
Correccional Fr::1dcrol determinó que el seí'ior B~)yorri había sido t:lfec,;tivamentf: 
sometido a prácTicas do apremios ilegales, para recl<~mar por los d~1fios y perjuicios 
que i:1le~)a h:;¡br.:r padecido. En cu1:1nto al fondo del asunto, el Estado no cc,nrraclijo los 
hechos referidos a la clétención ilegal y arbitraria dc1l sefíor Juan Carlos Bayarri, ni 
los reteridoL:; 21 su t.ortura:1• Sin Ell'l1b;:¡rgo, tliCH6 habC;Jr cumplido con sus obli~pcionEls 
interrwcionalc'l~·; on materia de justicí<l dado que ha completlildO la etapt! ele 
investigación en la causa penal seguida contra los presuntos perpetr0dores de las 
torturas. En cuarYlo a las reparaciones, el Estado formuló lJila serie de 
consiclcracíono::; sobre las solicitadas por la vfctim;:_¡, y solicitó fl ID Corte que las 
determine CO<'lf'orme a los estG!nclares internacionales aplicables. 

'~ CIDH, lntorrne 1l)/07, Co!lo 11.280, .. h.mn Cnrloo. Bci'{<Hri, Ar9cntina, 8 (il:l mnrzo do /.007, 
Recl.lflli:H1dilCione:l, ApéndiG(I 1 dG: 11'1 derrwnt.f¡;, 

' Col'ltt>[·;lw~ión de liJ dt·Jni<Jnda del E~t<ldo nroontino, pt1g. 9 y siguic:nteu; p,·io. /.~ y r;iguienter; 
de In corTt\HlÍC(J(~ión CDH.11.280/028 de 11 de f:!nt~ro dCl 2008. 
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7. F~'or lo tanto, la Comisión considma QLJC los aspectos en controversia 
antA la CorH~ ::;on los rderidos a la excepción pr<~lirninar interpuesta, la dene~1acíón 
de justicia aleg;;~déJ y las rep<Jmciones solicitadas. En el prc~~cmt~! escrito, la Comisión 
se referirá con porticular detalle n dichos aspectos. 

11. OBSERVACIONES A LA EXCEPCIÓN PRELIMINAR INTERPUESTA POR 
EL ESTADO ARGENTINO 

8. T~·ll corno se detallara en el escrito de observaciones de 13 de febrero 
de 2008 lr.1 Comisión lnteramericana considera que la 0xccpción preliminar 
interpuesta por t:=1l Estado argentino debe ser rechnzada. 

9. Ul excepción de no EJOOWrniento de los recursos internos interpuest8 
por el Estado ~;e funda en que el sei)or Bayarrí no recurrió a la jurisdicción 
contencioso .. Dclministrutiv(.;¡ doméstica con posterioridad al 1 de junio de 2004, fecha 
en que la CéiTH:lra Nocional d0 Apelaciones en lo Criminal y CorreGGion91 Feder81 
dcterrr1in6 q1.n:~ el señor B8yarri habfa sido efectivamen·te sometido <l práGticas de 
apremios ilen;:¡les. Concretamente, el E::>tado señaló que el sel''lor Búyarri debía 
interponer la a(;ción de da1'los y p~~rjuicios prevista en los artfculos 330 a 485 del 
Código Proce:~al Civil y Comercial de la NaciónJj. Durante lc;1 t:ludíencla ptJblica 
celebradc1 el 2D de abril de 2008 en la ciudad dH Tegucígfllpa, Honduras, el Est;:¡do 
alegó que dicho r.•cGión constitL!fa un recurso idóneo y eficm·. puesto que perrnitií:l 
demandar la responsabilidad objetiva del Est\:'ldo en un trérníte >:111te el fuero 
contencioso <:ldrninistrativo federal. El Estado alegó además que el artiC:~JIO 1101 del 
Código Civil 11 que establece la lk1rnacl9 ''prejLiclici~llidad de la sentencia penal sobre la 
sentencia civil" no se aplicaría al presente caso dado que dG EJcuerdo a li:'l 
jurisprudenci<'l clt:! la Corte Supr8ma de Justicia de Argentina desde el Caso Ataca 
contra Gonz<1k~;(. de 1973 (recientemente reiterada en el Caso Ali'111or S.A. contw 
Estado Nacional) la duración indefinida del trim1ite pení.'ll hace inaplicable el i3rtículo 
1101 alcaso. 

1 O. La Comisión reconoce la importancia de la decisión do la Cámara 
Nacional de Apel;;¡ciones en tanto hizo cesar algunas de lt1S violc1ciones cornetidas en 
perjuicio del sefíor Bayarri, esp€Dcialmente en tanto puso fin F.J los 13 años de 
privación de libertad Cfi.JE') hasta entonces sufria y a la c;';lusa sobre secuestro 

·• Cnn1'r·1!·1t;:¡ción de lcl dernMrd<• del E$tndo argentino, St:!ar:ión V "lntorpom! F.x(:(Jf)\~ione:r. 
l~relirnimmls", p(J';). ·¡ fi de la cormrnicnci(ln CDH.11.2B0/028 efe 11 <hl (mmo do 2008. 

r. Véa<;,~ C6cli(IO Civil efe Argt,ntinll, C<J1JII'\JI() IV "Dol ejr~rcicio do ln~1 <lcciones pt~r'H h) 
indemnizadón cif.~ lo~: d<1riori cau!ludos por II)S delitos", mrfculo 1101. 

ARTICUl.O ·11 O 1 ... Si In ncción crirnin¡¡l hubif:lrn prc:codído 1:1 lu ~rcción civil, o tu ere 
imentr;1r.1<1 prcmdir:lnlü é:Gtu, no h~tbní condc:nnción en el i\IÍGÍ(l r:ivil nn\oG d0 lu 
C~lnd~Hli:lr.;ión (l(d CJGLIMlclo en ol )lrir.:io r.;rimin:=tl, con oxcopción de l<>s r;:r,J:wr; Gir¡ui0ntF.>s; 

·¡. Gi huhiMH fnllecido lll <lCU~ll:ldo Hnlo:; do !Wr j~rzoacl;,, 1<1 ¡¡(:ción r~rirninnl, lm cuyo 
t:ti:':O li;J ucción civil p\.1~\d~J !>(Jf in¡~mr;¡dn o conr.inlrcrdrl ~;onlrn loo respc:t(:tivc)~ 

hnrodoro!';; 

2. En em•o de ctlr::•~)n<;;itJ dnl oclwocfo, en qu~?. l:-1 ac;c:ión (:riminal no pllf;lt/~l ~;<:!r irYtCJntRdn 
o comin\.li'ldi:l. 
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extorsivo seguida en su contra en el expediente 4.227. Sin embar~¡o, no por eso 
dejó el Estado r.J¡~ ser responsable internacionalrnenTE-3 por las violl;lciones cornetidas. 

11. En efecto, cabe tener presente que la (Jénuncia inu~rpuesta ame la 
Comisión lnter::~rnericana el 5 de abril de 1994, la apertura del C~JSO por parte de la 
Comisión el 1::1 de abril de 1994, así como la decisión sobre aclrnisibiliclad del CtlSO 

mediante el Informe No. 02/01 de 19 de riH10ro de 2001 precedieron la sentoncia a 
que alude el Estí:JdO argentino. Similares considert1cíones tuvo en cuenta la Corte al 
examinar una sítLt(~Ción parecid;::1 en el Caso Hermmws Gómez Pé'.Jquiyauri vs. Perú. 
Tomando en cuenta dichos momentos procesales del trámiTe ante lo Comisión, la 
Corte señaló qu8 

cuancio f.!l :'ii::>t(·ima interwnericano conoció el caso, los huchos ~¡em;rnclorcs dr:l 
la~' vio!.;¡(:ioneF; é.llogacla~ yr.1 sH habí8n comc1iclo. EstE'> Tribun<ll ckll><·l r~Jcordar 
quH i•'l rt.~sponsobilid<ld if'1ternacion;:¡l d~1l E!itado se genera de: inrnedimo con <·ll 
ilfcito il'\1'f:Jrn¡:J(:ional <1 él mribuido, aunque sólo pli<Jtif.l ~it~r ~Jxíniclo dGspu~):;; de 
quo ~li Estado h8Y<l tr.mido la oponunidod d~l repararlo por t>\.IS propios 
mAdios. Unü posiblo reparación posterior llevad;;, o c~¡bo en el derecho 
interno, no inhibe a la Comisión ni ~~la Corte para conoeflr un caso que Yí'l SfJ 
hn inici<~do bajo l<l Conv~m(;ión Americ;;mo'';. 

12, En consecuencia, la dictación de la sentencia de 1 de junio de 2004 
por l;;¡ Cárn;-,¡ra Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correc(:ional Federal d1~ 

Argernin¡:¡ no inhibí<J o la Comisión para conocer del tondo del caso, lo que hizo 
mediante s~1 inf·onnfl de fondo No. 15/07, ni a la Corte para pronunciarse C:JI 
respecto. 

13. Al respecto, cabe seiialar que contrario a lo alegado por el Estado en 
el sentido que "el objeto proces€JI de la demanda en responde hfl sido objeto de un 
cambio susti:lncial" a raíz de la decisión adoptada el 1 de junio de 2004 por la 
Cé:\rnaro Nacion:;Jl de Apelacíon1:ls -Sl.Jgiriendo que a partir de errtonces el pmse-mte 
caso se lirnita t7JXClusivament0 a !;;1 d(+terrninación de indemnizCJciones pecuniarias a 
favor del S(dJOr 8ayarri- el objeto del presente caso Si(JUió siendo el de obtener una 
decisión sobn.) ID responsabilidad internacional del Estado como consecuencia de la 
totalidad de la~; violaciones cometidas contra el señor Bay¡:mi. No porque al~Junas de 
las violaciom)!'; hubieran cesado, dejaba el Estado de ser responsable de l<Js misma0, 
ni clc,i;)ba la vi(~tirna de tener derecho a una ndecuada reparación cor"no c::onsecucncia 
de la rna(¡rütud de lodo!? los daños caus¡;¡dos. 

14. L(t Cornisión valora el hecho de que el Estado hzty0 adoptado las 
rnedidí:ls de rc::pmación de devolverle su libertí:ld y cesar el procedimiento penal en su 
contra, lo que~ constituyó un debido curnplirniento de sus deberes interm1cionales, 
p~1ro observa que se trata dEJ una rep<lr(¡(:ión p\'lrcial. En efecto, el Estado no ha 
c:umplido a ID fecha con rE:parar al s0r'ic>r Bayarri, con'f'orrne a los est~1r1dares 
interní'>cionales en rnotoria de reparacion(1S ;;¡plicables <)1 presente caso, por los 
dor"'íos causBdo~~ corno consecuencia de la tortura sutridc.i, de su prisión preventiv¡:¡ 

" Corte i.f).H., Cuso do los Hormwws G(imaz Paquiyauri. SMlUmr;ía de 8 de julio de 2004. 
S~H·i~l C No. 11 O. púrr. 75. 

4 

HORA DE RECEPCióN JUL. 14. 4:08PM 



    

 
OPO.tl76 

por més de 12: r.ll'los y de la denegación de justicia sufrida por rnús de 16 t'lños y que 
continúa hasta la fecha. 

15. C<Jbe destacar entonces que para el momento en que la Comisión 
decidió somet::lr la demanda ante la Corte ···Y hasta la ·fecha- la denegación dE'J 
justic:ifJ en rel~wlón con el proceso penal seguido contra los presunto~; autores de la 
privación ile9;;JI y tortura del sei'ior Bayarri, que sirvió de 'fundamento a la 
admisibilidéld del Cf1SO por parte de la Comisión en su Informe 02/0 1··', no había 
variado. En efecto, en dicho informe la Comisión decidió que el rotarclo injustificado 
en la decisión d<.: dicha ca1.1Sa (expediente 66. 138) configuraba la excepción previst(l 
en el artículo 46.2.c de la Convención, no siendo aplicable la regla de agot¡;¡miemo 
de los recurso~; internos prevista en el artículo 46.1.a de la Convención. Dicho 
retardo injustíikado contin(IEl hast(l la fech¡:¡ por lo que la excepción prelirninor 
inr,erpuesta por el Estado debe ser rechazada. 

16. E~; por ello que el externporáneo6 argumento forrnulé1d0 por el Estodo 
alegando que el sei'\or Bayarri debió interponer una acción de indemnización de 
perjuicios <.iebe ~-(~r desestimado dado que la jurisdicción contencioso .. ~ldrninistrativa 
no era el recurso adecuado para subsanar las víol8ciones cometidas contr<J el señor 
Bayarri. 

1 7. En efecto. la jurisprudencia de la Comisión reconoce que lacia vez que 
se cometa un dolito pcrseguible de oficio, el Estado tiene la obligación de promover 
e irnpulsar el proceso penal hasta sus Llltirn~ls consecuencias y que, en esos casos, 
ésta constituyr;·: la vía idónea para esclarecer los hechos, juzQtlr e¡ los responsables y 
establecer las ::i~lnciones penales correspondientes, además de po~1íbilítar otros 
modos de reparación de tipo pecuniariot1• La Comisión observa que la violación de 
los derechos a la libertad personal y a lo integridad personal corn<'Jtida conrra el 
ser"ior Bayarri !;e Traducen en la legislación interno en delitos perseguibles de o'ficio y 
que por lo t;;lnto es este proceso, impulsado por ol Estodo mi~;rrw. el que debE: f.er 
considerado CJ los efectos de determinar la admisibilidad del reclftrno. Por tM1to, es la 
causa No. 66. '138/96 sobre privación ileoal de la libertad y apremios ilt-)gales iniciad<) 
por la denunci<~ del señor Bayarri en el año 1991, la que debe ser considerada a los 
e·fectos de deu;~rminor el (lgOtí:lmiento de los recursos internos en el presente caso. 

18. Además, la jurisdicción contencioso administr;;niví'l no satisface las 
obligociones r;!~;tablecidas por la Convención en materi21 de protección judicial, ya 

,. CIDH. lnf'onnc No. 02/01, Ca&o 11.280, JuíH'l Célr'h)f> Bnynrri, Argentina, 19 de enero de 
2001, ptlrr. 31<:>:·~. apéndícc~ 2 de li:i d1mwnc.l¡:¡. 

11 Corno 1 I;:H.:onociertJ el Es todo duronto la oudioncin pública c<>lebrada ante 1<~ C:ortl:!, dit:ho 
nrgumento h1e <~le[l<'ldO ante 1¡:¡ CnrniHi(>r1 t>or prirnmn vez oi 1 5 de junío de 2007, el:l dacir, con 
po&teriorid<Jd el l;,1 ::!l.lopción <lc1 los informan de adminibilidnd y fondo r:1n el prt)~>I:Hltr~ I:H.':\0, rfl7ón por la 
cual 1<1 CIDH no puli(l prontlllCÍMI'lf:l rrl rHsnnGI.o !':n dich¡w oportunídudes. Sin erniJl!rlJO, wl c:orn(l :;;c1 
d0j<1rv con~ig1wdo ':ll1 11:1 dtHnt:,ndH, ¡)(Jrrofos 23 .. 24, In Comir.ión tuvo en conr.ider<lción dir;ho <lrlJI.mWu<ln 
¿¡l rnornento dr:1 clr.·Jr:.ir.lir ~:obrr:> ol onvro dol r:aHo a In Corte. 

!} Clf.JH, lnforrrHJ Anunl 1997. iniCJI'ft'l(l N" 52/97 .. Arg0!> Soqueir<l M<>l'lUM\, Cl'lSO 11 ./.1 e. 
(Nk:;:~t;,l[ll.l<ll, p{lrr;.,[r)t: 96 v 97. CIDH, Informe N"' 83/01, C;;~so 11.581, li.Jl(~rTH.• TBr<rzoniJ Arrialo y 
otros, Perú, 10 ck c•ctubrc do 2001, p<irr. 25. 
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que no constituye unél vía eficaz y sufici0nte para juzgar, sancionar y reparar las 
consOC\.JEmci;,:ts de la privación ilegal y arbitraria de libertad y la tortura de personas 
protegidas por 1\'J Convención. La Comisión considera que In jurisdicción contencioso 
administrativm constituye exclusivamente un mecanismo de supervisión de la 
acTividad adrninÍ!.~trl;'ltiva del Estado encaminado a obtener índE!rt)nizaclón por daños 
y perjuicios G~lUScJdos por <Jbuso de autoridad. En nene(í;ll, este proceso no 
constituye w1 mr::!(:¡:¡nisrno adecuúdo, por sr solo, para reparar c<lsos de violaciones a 
los derechos humanos, por lo cuol no es necesario que ~et:l agotado en un caso 
como el presente:: corno condición para lá ~ldmisibilidad 10

• 

19. Como ha señalado la Corte lnteramericana "la repnración integral de 
una violación 1.:1 un derecho protegido por la Convención no puedo ser reducida al 
pago de compensación a los farnílíores de la vrctima" 11

• A(m en casos en que 
familiares de víctimas ejecutadiJS o desaparecid<ls han interpuesto rr:Jcur~>Of> 

conrenciosO··t-ldrninist:rativos y hr:m obtenido indemnizaciones dinerarias corno 
consecu0ncio de dichos recursos, la Corte ha considen)dO pertinente evaluar lé! 
efectividad dr,' dichos recursos con particular alención a si los decisiones tomadas 
en la jurisdicción contencioso administrativa "han contribuido efectivmnente a poner 
fin a la impunidad, a asegurar la no repetición de los actos lesivos y a garantizar el 
libre y pleno ejercicio de los derechos protegidos por l<'l Convención " 1z. 

20. En (>ubsidio, la Comisión ha maniJeStt:idO que corresponderfa al Estado 
argentino la Ct.lrrJ~l de probar lé) efectividad de dicho recurso, lo que no ha hecho. 
Dado que la Corte ha solicitf.lclo Ell E:Hfldo y a las víctimas pronunciarse sobr~J este 
punto en el rnismo plazo en el cual la Comisión debe presentar sus alegatos 
fin<'llesD, la CIDH se reserva el derecho de formular consideraciones t:ldicionales. 

10 e IDH, lnfomll~ Anuo{ 2000, lnfornH:! N C• 57/00 La Grtmji:l, ltu;;u\oo. Cn~o 12.050 
{Colombia). púrr, 4 ·1. V(H)$L1 tnmbión; CIDH. Jnform<~ Anué11 1995, Jnlorrrw N ° 15/95, pórmto 71; 
Informe Anu<ll ·¡ 99~.1, In tormo N'' 61/99, ptímlfo 51; lnf<>rmo Anual 1997, lnforr1lfi N" 5/98, p~1rmfo 
63. 

" Corl:ü I.D.H .. Casa de hl MostJcm rle Pueblo Bello v~. Co/ombio. Son1ünci1.1 de 31 do ~~nC'lro 
dr~ 2006. Scri0 C~ No. 140, pArr. 206; V Cor1.c: IDH. Coso de la Masocro de Mapiripón vs. Colonrt>io. 
S!:!ni.Hncifl do 1 5 de ~eptiernbrü <i<: 2005. S0rie C No. 134, p{rrl. 214. En el mit•mo $l~fttido, cfr. 
Eur.C.H.R., Y<.H;,;¡ v. úrrkHy IGCI, Jud9ment o( 2 Sepl(rrnlmr 1998, Reporté; nf ,Ji.nlgmonts and 
DoGir.ions 199ll·VI. § 74; y F.t.u.C.H.R., Kny•1 v. T\trkr~y lGCI. Judgrn<:Jnt of 10 F1~fmH:rry 1998, Reportó. 
ot JLici[Jmr>nt$ (rnd DHr.ir.ionH 1998-1, § 105. 

1 ~ Cof\(: I.D.H., Coso e/~! 1<'1$ Maso<:r¡:¡s (/e /tunngo vs. Columbio, StmlonGiD do 1 dr:1 ]Llll() do 
?.006. S1;¡rio C No. ·148, p{lrr, :4~Ht 

D M~Hfi;:Jrr\o comunicacíón de 6 <10 mnyo de 2008, la Corte ~;olit~iló al E:uwdo y a lor; 
ropres0ntarH(:JS l.lflü ronpuenta pLrntllal a propó*lito d'' In!; discrep<mci<l~· ob~~orvndar. r.obre Jo~; sitwi~H\I.O 

PLinto<- jurldiGOf;: 

¿ Cuóklü "'~~~~ lo:> m~~urso:; internos di5poniblr:l~ p<HF.I Hnc::; do la reparélción? F:l Er.todo v 
/o¡; reprf.:.o:l.lfltnntHs cJnbcnín prt:mentm n<mntnivo que ¡;LJ~;t,~ntE! sur; flr~¡umontos, 

jmisprw:hurr.:i¡.¡ (1 Cl,rr,•lquior otra hi(!r\t~! dfl dc·¡rec:ho. En pnrticLilar, d~!bi:Jr(•n t:Jir;JUmontm 

en (]\IÚ r:onsi!llo ol contont:imHJ i:ldrnini(;trrl(ivo on el Est<tdo (!(.! lo Arn~1nrim1 y qué 
~~[0G\CJ~¡ tonclria en rr:!ladón con lnr. ovHntLWI<1s r~lpéHiiGÍOD(!S dc:bido!:l por lo~; J·wc:ho¡; d11 
ente r::tw,o. l\l;irni:;m(l, dnborán explicar si J;l!l r; no indi:>pons3ble lf:l ídentifir;élC::i(Hl <lo loo 
reupom::,,l)l•:1:;; <i0 lor. delitos cornetidCJ!:i PíHH llc:udir o la <lCCión Givil por daños y 
r.H?rjuici(Hl y si olio, on todo (;f.l$0, implicario que el qlJ~Jr¡¡/lanLo on o! proc(:)t>O piólll~l 
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111. FUNDAMENTOS DE HECHO 

21. La Comisión considera que los fundamentos de hAcho del presente 
caso, consigm1clos en los párrafos 25 a 33 de la demanda, y referidos él 1(':1 detención 
ilegal y nrbitrari<:l del señor Juan Carlos Bayarri, su tortura y los procesos pen¡;:¡les 
rel¡:1cionados, nn se encuentron en controvorsia 111

• En efecto, el EstBdo manifestó en 
su contEJSlación de la deméJndn que "no pone en tela de juicio la veracidad d<:~ los 
hechos denunciados'' 15 en base a la decisión de 1 de junio de 2004 de la Cámara 
Nacional de Apel0ciones en lo Criminal y CorrMcional Federal de Argentina que da 
por probado que el sef'1CH Bayarri fue víctima ele apremios y torturas por parte de 
personal polici;:1l. Asimismo, la descripción de las causas judiciales relacionadas con 
el presente cf.l::>o realizéJda por el Estado coincide con lo alegado por la CIDHH1. 

IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

A. Violación de los artículos 7 y 5 de la Convención Arnoricana (derechos 
a la libertad personal e integridad personal) on relación con el artículo 1 .1 dol mismo 
tratado 

22. Tt:ll corno alo(~ara l(l Comisión en su demond¿:¡ (p~lrrafos 34 a 87) y 
aceptara el Estado mg~ntino, lr:1 privación ilegal de libertad del sefior Bayarri, su 
tortura y los '1 :3 años que fue mantenido en prisión prevemivf.l ~wn <Hribuibles 0 

agérrtes del E:~;H-4do argentino. En consecuencia, la Argentina es responsable 
internacionalmente por esos hechos en base a lo dispuesto en los artículos 7 y 5 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos y, como veremos rnás adelante, 
tiene el dt!bt::r de reparar a la víctima por los rnisrnos. 

23. En cuanto a 18 privoción ilegal y arbitraria de libertad del sefíor 8('ly;:¡rri, 
y los 13 ¡~fío~; que tue mantenido on prisión preventiva sobre lm base de una 
confesión obtenidi.'l bajo torTura, si bien lo sentencia dictada por la Cf.1mara Nacional 
de Apelacione~; en lo Criminal y Correccional Federal de Argentina hizo cesar la 
violación y constituyó una medida de reparación esencial en HJnto le devolvió su 
libertad, corno se hél detallado supra párrs. 1 0-14, no por eso deja ol Estado de ser 

-----...................................................................... --. ---------- ,._,,,.,,.n~<"'•'"""'-"""'""''""'-·--·----

d~"b<:1 do.~:i~!t'ir do lfl ar-<:ión erirninal. ¡;ogún ''' ciU:H.l<.l élllÍCI.II(l 1097 del Códi~Jo Civil 
aruentino, !.1:'\Í (:Oft'i\J ¡;uólo!l !lon lan perspectiv<l~; norm<lll'!~ d<~ rlftmoro en eGo tipo d<;l 
procedirnir.H1\0. 

Si denJ:r<.> d<:l li'J:':\ ví<JS procticablc:G part\ fine6 dé ((!p.;~r~oitm r,o cmcontrml:om k<<l 
Ovt~nt\J::Ji,~::; rnparncionen, en C<J<'o de ser pertintl!ll(l:;, JHHí~ pcmonoG dirrtinttls del SJ)ÍÍor' 
Baynrri (i.r:. !.lU8 familiareu) y ::;i h<1brí(1 In por,lbllidnd de que f('IS ine:tancir~~• n<H:hmal(~:.; 

rer.LJelv;·m ;,;obre rJ:1f.li:lrll(:ic¡rw~ no pHc:uninriaB corno lo lw hecho en Ci'JGOil pr<lcedentes 
lu Corw ltrf.<-.lrWn0ric<JJ'J<l do Dt)rcr,:hor. Humnnon. de conformidMl <:on ~.;11 iurí~~prudencia. 

1
'
1 Rogl:.nnento dr:1 la C(l(tl:l lntP.rFtrY\Hrir:nnn rJ(J DerechoG HurmJrHn;, <Htíc:ulo 38.2. 

' 5 ConH:•:;raci6n de la derntH)(Ül (l\·ll E~;t(J(Jo nr~¡ontíno. póo. 29 dEl IH nornunicnción 
CDH.11.2!30/02e r.Jo 11 de enero de 2008. 

•r.· ConHJMüGión do 1<~ dem.;md;.¡ d~~l Et:tado, pú~). 9 y oigLJir::-ntt~~; dr:1 i<J comunicación 

CDii. 11 .230/028 d'" 11 d0 orwro do 2008. 
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responsable internacionalmente por las violacionr.::s con1etidas ni c~:;Ba su deber de 
reparar ínte}JI'í:lrnt.-lnte los daños sufridos por la víctima. 

24. Por todo lo anterior, la Comisión solicita a la Cone que declare que el 
Estado ar~¡entíno violó, en perjuicio del señor Juan Carlos Bó1y1.:Jrri, los >:~rtfculos 7 y 5 
de la Convench:Jn Americana. 

B. Violación de los artículos 25 y 8 de la Convención Americana 
(derecho a la protección judicial y garantías judíciales) en relación con el artículo 1.1 
del mísmo trat~do 

25. Fn cuanto a l<1 denegñción de justicia alenada por la Cornk:;ión en su 
demnnda (p~1mrfos 88 a 1 08), el E~~tado se lirnitó a señalor en su comestación dé la 
mismo que la~:; obligaciones de investigM lr.1 privación ilegal y arbitnHia de libertétd 
del señor BayMri y su tortura cometidas en novierTtbre del afio 1991 y de sancionar 
a los responsHbles "se encontmban en pleno proceso de curnplirniento [al momento 
en que la Cornisión ()doptara su informE:! de 'fondo.1'' 17

, es docir rn{ls de 16 at'ios 
después, en marzo de 2007. La Comisión considen:=t, por el contrario, que el Estado 
ha incumplido hasta la 'fecho con su deber de determinar judicialmcnt0 la 
responsabilid<)d do los autores de dichos crímenes, lo que constituye una prolongad~r 
denegación dt-l ,iusticin t:::n perjuicio clel señor Bayarri en viol¡:¡ción de los artículos 8 y 
25 ele la Convención Americona. 

26. En tal sentido, cabe re·terirs0 ú dos causas judicic:des trarnitadas a nivel 
interno en relación con los hechos del prestmte C<lso: 

1) la causa penal seguida contra los agentes d~~ la policía federal 
pre:;;urnamente responsables de la detención ilegal y torturas del seííor Juttn 
Carlos r3ayarrí; y 

2) la causa penal seguida contra el SElñor Juan C\ulo~; Bayarri por su 
presunta pttrticipación en el secuestro extorsivo de cinco p<:'lrsonas. 

1. Violaciones cometidas on la causa penal seguida contra los agentes 
de la polícía ·fo<:hmd presuntamente responsables de la detención ilegal y torturas del 
señor Juan C<!ldos Bayarri 

27. En primer lunar, en cuanto al proceso seguido contr<:) los agen\es de la 
policí(;l federí.'li presunrarnente responsables de la delención ilegal y torturas del 
$et1or Juan Cc1rlos Bayarri (autos CMatulados "Storni, Gustavo Adolfo y otros 
s/apre111íos ilegales a detenidos", Causa 66.138/96) los estándares internacionf.11 en 
esta rnateria indican que lt:1 observ<.'lncia eficaz de la prohibición de léJ tortura -
prohibición que GOI110 he set"lalado esta Corte constituye unf¡ nornlí-l dfl ius cogensHJ_ 

,., Contost.mci(m de lr.1 dt~rnündn del Eotoclo, P<"lU~~. 24-25 rJt:¡ la cornuniG<H.:i(lll CDH. 11.2801028 
d\:J 11 do onoro d1;: ;~008. 

Ir. Cort!·1 I.[).H,, Caso Tibi. Sentl:)llCÍ<l dl!l 7 dt) flOptiornbre dt'l 2.004. SMiü e No. 114, pórr. 145. 
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requiere que cualquier alegato de tortura sea objeto ele unD investigación llevada a 
cabo con la debida diligencia. 

28. Este deber adquiere particular relevancia cuando SE'J tnna de una 
persono prív<'ld<l de su libertad puesto que eiiC3 se encuentra en un estado de 
vulnorabilidacl ante sus custodios y los medios para investigar están necesariamente 
controlados por el Estado. En consecuencia, el Estado tiene la carg<! de probar que 
un examen juclic::ial apropiado h8 sido llevado a cabo. Sin un(l investir¡oción diligente 
''la prohibición general de la torturt:l 1 ... ] a pesar de su importancia hmdt~rnental, no 
sería etectiVé:1 r:~n la práctiGa y sería posible que en algunos casos agentes del Estado 
abusen del derecho de aquellos bajo su control con ímpunidad" 1n. La Corte ha 
enúniz.ado que. en casos en los que sG alega ;:1buso bajo custodia, fJS el Estado "el 
obli~1ado <:s cn:~<:'ll" las condiciones nece!)arias para que cualquier recurso [a favor del 
detenido! puecl<:l 1:(-mer resultndos efectlvos":w. 

29. En su contestación, el Estado se h~l lirnitado a referirse a la resolución 
del 30 de rnoyo de 2006 mediante le cual el Juzgado Nacional de Sentencia en lo 
Criminal corrt!.J~.;pondiente deci<Jró clausurada la instrucción y se elevó la cnusa p;;H(l 

sentencia;¡ 1• El E~~H1do señaló que el señor Bay<srri no recurrió de esí'l decisión por lo 
que "cabe pre::;urnir su conformidad con la investigación realizadfl cJSi como también 
con a pnJEJba colectach1 y con la manitest<lción de la agente fiscal en t;:~nto entendió 
que no existían medidas de prueba a producirge" 22 . Con esto, el Es·wclo prueba 8 lo 
sumo que iélrd(J más de 14 afíos en concluir lé) investigación de los hechos, y no 
cumple con su carga de demostrélr que ella haya sido efectiva. 

30. En efecto, tr~HlSCurriclos más de 16 años desde que los hechos 'fueran 
puestos en conocimiento de las élutoríd<ldes respectivas, no se cuenta en la 
í:lCtualidad si quiera con una decisión ele primera inSU.'H1cia que se pronuncie sobre la 
rMponSi'lbiliclad pennl de los a9entes estatales que íntorvini~Hon en los hechos y los 
encubrieron, por lo que el caso se enc;~H;m¡ra todüvía en la n1~1S absolutf.l impuraidélCl. 

31 . Lfl demorél, mús é1ll;!t de 1:odo plazo razonable, en diligenciar el 
respectivo proceso fue puesta d€l relieve por los propios tribunales n{lcionale:)s 8 

propósíto de lo~:; recursos de queja por retc:1rdo ele justicia interpuestos por la víctima. 
En efecto, lo C('llnara Nacionul de Apelaciones en lo Criminal y Correccional exhortó 
al juez dH la Ci~1usa a dar trámite "urnente y adec~Jado" a la mlsma:¡'1• El propio 

HJ Eu1.Ct.H.F<., Asscnov v. Bulgatia, supro. pórr. 102. 

ó!l\ Corw I.D.H .. Caso f:JU!<Jc:io. SE')IT(J;)fl<';in de: 18 de lleptíernbm do 2003. Serie e No. 100, párr. 
127; Cort~l I.D.H .. C'<Jso Jt1an Hum/,lorto S•:inchez. Sentencié\ (l¡:¡ 7 c)0 junio de 2003, S0fi0 C: No. 99, 
plirr. 85; Corte I.I:'>.H., CrlSI) Búmoca Vu/ci~quez. Sl.'lnl8ncio dn 26 de noviemhrH (if! 2000. Serie C No. 
70, pflrr. 194; y Corl8 I.D.H., Coso de la "f><lnel BIMCIJ" (Pmliaguo Mowles y otros). Sontl'lncia de f.l de'! 
mmzo de 1998. ~;E'll'io C No. 37, pórr. 167. 

'
11 ConHH.Hi:H~ión (!~)maneJo, pdg. 8. 

:::' Contoi;\ación CÍM1f.1n(la, p{lfJ. 24. 

;.:;r CmJf;¡;¡ (:1(),138, "Biiy<uri, Jw)n CMIOG, Sobro A¡.1r1.Hnio~\ llogol0(l", Sal;;¡ ~;éptim;,¡ d\J In Córrwrc1 
<lt1 Apnlacionns en lo Crimin<1l y Corroccional de 21 de dici~!rn\)r(l do 2000, mlJ:JXO tl-. G el o In clemancl/:1. 
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Estado reconoció en lé1 ~tuclienc~ia pública celebrada en el presente caso ante l¡:s Corte~ 
lnteramericarH:l el haber incurrido en dichas dernoras. 

32. Adernéls, debe tomarse en cuenta que la propia Cám¡:¡ra Nacional de 
Apei<Jciones rm lo Criminal y Correcc;ional, en sus resolucion~!s dt)l 1 ° de abril de 
1997 y 1 ° do junio de 2004, consideró suficientemente probac.1<:1 la tortura n que 
tue sometid~t el seí1or Bayarri. Dichas determinaciones debieron traducirse en un 
impulso signl·ficativo de la investigación y el proceso, lo que no fue así. 

33. Sin perjuicio de que 0n afíos recientes se hayan torr·,Eldo un número 
sustancial dr:! rnedidas, sobre 'todo la prisión preventiva de nueve servidores publicas 
ordenadn el 1 ·1 de rnayo de 2005, el proceso judicial corno un todo, no ha podido 
confirmar o cler~cí.'lrtar la responsabilidad penal de los policlas acusados de:: las 
violaciones corne Lid as contra el señor Bayarri. 

34. Adernás, c~be destocar que el propio Estado impidió que se llevara a 
cabo llnGI adecu0da investigación de las lesiones que presentaba el senor Bayarri al 
rnornento de! emitir su declaración inc;JagatoritJ, pues no obstante presentar n•arcas 
visibles de haber sufrido lesiones de reciente data, 01 juzgado de instrucción ordenó 
que los médicos forenses sólo lo revisíSlran con relación a la dolencin en el oído. 
Asimismo, el juzgador no autorí7.ó al médico Prírni"tivo Burgos, clel Cuerpo Médico 
Forense de 'Tribunales, que le pr;;Jctic<na al peticionario una biopGÍél, í:t fin de detectar 
el pnso ele corriente eléctrica por su Clterpo;,,¡. 

35. En él caso Bueno Alves vs. ArgentirHl, la Corte s0 refirió ;,:¡ la 
import;,'lncia df-J una revisión médica inmediata de una person8 que alega haber sido 
víctima de tOrtlJ(élS o malos tratos en custoditt políci~l:!¡;. Esto debido a que "el 
tk~mpo tran~~currido para la realización dEl las correspondientes pericias rnédicas es 
esencial para dc:!rerminar fehacientemente la existencia del doño, sobrEJ todo cuando 
no se cuenw con tesTigos rnés ollé dE1 los perpetrí:.ldores y las propi<'l!; víclirnas, y en 
consecuencia los elementos de evidencia pueden ser escasos"~¡~. 

36. Asi111ismo, el Estado dejó ele utilizar su propia legislación interna (1 lo;, 
fines de inve~>tigar los hechos evidentes de molos tratos, tortura y detención 
arbitraria del ~'ei'lor Bayarri una vez que fue pLJe~~to a la orden del Poder .Judici~1l, 

obviando los procedimíAntos 10~F'llmente establecidos en los artículos 66 bis y 95 bis 
del Reglamento pe:m1 la Jurisdicción en lo Criminal y Correccional:a. 

:•·• Ctr. í.)H(:IHrHt::ión dol rn0dico Primitivo HécTOr Burgo:.;, (l~¡l 14 do julio ({(! HJ97.. dontro (i(, 111 
c:nuso 66,138, nn•!lxl) 1.3 clo la dern;o~nc.ln. 

""Corte i.O.H., Coso But•no A/V(I$ V$, Argentina. sc~ntr;!IH:iH do 11 d<:l rrwyc,> •:l(¡ 2007. Serir:- e 
No. 1 G4, piHr, '! 1 2. 

·'r. Id., p/JC"r. 1 11 . 

~·, ti arl.íc;ulo 66 bis del Regi<H'l"l0nt'O flflrH la Juril;dit::ciÓI'I un lo Criminal v Corrflr:cionnl vitl'~nlo 
hcwt" el 12 do dir:iornbro d<~ 2007 (V do{;do ontoncm; conn:>nido on ol artk:ulo 67 c:Jc: dicho R1:11Jl<u1)1.~nto) 
l;eiialn: 

C\wndo un imputndo, prücc:~wdo o no, to:>li~JO, donunc:iFmt.f:'! o cualqui0r port>Oilf:l 

vinculnciD a Lll'l pró\~•:::oo, mi:lnifie~te (l f.lrP.:>tilf'ltc:l !li~¡noa de h¡Jl)or podecir.lo ¡.¡¡¡rf¡fnios 
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3 7. Ul Cor'nisión considera que la falti.:~ de debida diligencia en la 
investigación ~;e Garacterizó por una serie de omisiones en cuanto él las pruebas. Tal 
es el caso de los exámenes médicos parciales antes sefialados fn::nte a un estado 
general de cl;,,i'ios Hsicos del sei'ior BayHrri, la pérdida de solicitud de exim)enes 
médicos, la ·wrd¿¡nz¡;¡ en la práctica dE-l exarnenos necesarios para probnr k1 
aplicación clol poso de electricidad (biopsia), y l<:1 ciHlCión al padre de la víctimn, el 
señor Juan José Bayorri, para rendir su testimonial cinco anos d(-lSpués de formul~1do 
la denuncia y un ano después de su muerte. 

38. Cr,,\be senalt~r 1:1demás que 13 última información remitid~~ por la víctima 
sobre el esté1d0 actual del procedimiento, y a la que no ha hecho referencia el 
Estado, es que:) por decisión de 1 O de agosto de 2007 se declaró lF.l prescripción de 
la acción penr1l í:l favor de dos de los policías irnputados:1e. T~d corno alegara la 
Comisión en l<·l audiencia pública, la prcscrípción no puede constituirse en un 
mecanismo ele impunidad y el Estado tiene el deber de rerrlOver todos los obstéculos 
de derecho interno que impidan 1(1 investigación, juicio y sanción de los responsables 
de las violacionos cometidas. 

39. Además, tal como declarara en la audiencia pública el señor Bayarri, 
no han existido procedimi0ntos disciplinarios respecto de los funcionarios policiales 
acusados de w tortura, los que continuaron en actividades s~lvo los casos en que 
se jubilaron voluntariarnC::Jnte. Sobre este punto, cúbe sei''ialar que de acuerdo a los 
Principios R0!ativos a la Investigación y Documentaciones Eticac~i~> de lt:t Tortura y 

------.. -........... ____ ,_" __ . ., ..... , ...................... ___ ,,_ ___ ,. ____ ,_, _____ , ............ _ ..... ~ .. .,.~ ... . 

ilr:1(Jéli~1:;;, o! Íl.Jl"Ji'. d0 lo cmmli d.;~bf.\ri:Í reqllerir d\'! irmHHJi<Jto ul Cuerpo Módico For enso, (11 
t'lXWlWI\ respectivo. Par<.l (;JVÍl<lr clt~nwrD:>. ni juoz dobord recabr.rr inrrmdiHI¡lll'Hml'i:l la 
outoriwción del presunto f.lf)rHmincJo p¡¡rn In rt1nlización de los (:)SllJdio~;. biopsia:;; o 
anali~;iu r.;Uillpl':lfTll:liH<tl'Í(l~; que requieran contar con !:;u exprr,l~\0 (:onnonl'irnicnto, lo que 

<;e h<:1r;,i :,~.,lht·)r, ::;in rlornora. o lor. p0rito~l. 

Dentro del pl~11.:0 eh~ w;inticuatro horlw, los módicos clol)Ort.m oxnmin<Jr ni pr~)sunto 

oprerniucio y elevar lJ\1 informo nxhaur.tivo acerc;a de lu:; lesiono~:;, ~;i In:; hubiere, 
procisnnt:.io su naturl:lll:lzn, gravc(!od, doto, mecanismo pr~ll>able (lo prodiJCción, osi 
como cu~liquier otr<1 concl~1si6n quo, n juicio de los perito:-;, puf-ICJil invorocor lo 
rflapocriv,'l investioar.:ión, sin perj\Jicio d1~ los cxórnon0::J cornplomc:H1torios I)Ondicnter. 
(Código c:le.> hoci;Jdirnienl<J$ ~m Matorin Penal, nrt. 223). 1 ... } 

Pc)r r,u p<:~rtc, el artíclllo 9[-i bi~,: dnl Rt:!~II::Jrncmto paru ID Jurisdicción ~~n 1<) Criminal y 
C(')rreccionnl vi¡,1enrr~ hcHJht t~l 12 d(J di<;iombrc do 2007 (y dtlHk1 ~H1t(HH:m; con1onido on el 
mtículo 80 de dlc:bn. R~Jol;,unonw) !Hll'iala: 

f.n t.tH.ios !<,>:,; ~~a~.;ot~ on qul'l GO detQlflU<l <t \m<l pc;Jf$<)111·1 .... mtJximc d lo t1~\ con cr.1rtk'lm 
do ir)C(Hl'l<.n1it::ndn·· lar, outoridadt1G d<.1 prtwer\(:i6n d<:Jborún hacer oubor de inrncdi<1t0 ttll 
~i\LHI(:ión y t:l nombro del rmtuiutntdo in\·orviniontP., por cualqLtier m('ldio h:JhBr;it:n(e, <•1 
f<~mili.;u· o pomona de su conocimiento qL.H'! in(lique:: e:l d1:Henido. S61o por cl0cisión 
h.Jn(l¡¡d¡:, d~ll juez, y con el objetivo dEJ (l(-;~1gur0r lo(> roc,ultado5, dé 1<1 irW(H.i(i~f·H:ión o 
<l~nonción do otror, implic:<tdO$, ~;fl P<)clr·r,, n t.ltulo rJxcopcional, supedil<tr' In notificación 
Hdl.:lrid<' ;.¡1 l:tJmplimionto de las diligencia~{ pt:JndiEllllo:;, y Gin qLie lo postr:!q}:'tCi(H\ J)lli'ICJn 

proi<H1(:H.ll'~;o r,1 OX'tromo¡; qLie dt~sn<ll'llr'<iliccm l;,l f)rc.Hmtr. dispoGición. En ltJdO!:¡ lo"' cn~~o~. 
(lr~l)mt.J rJI,ljmso conr.tiln<;Ítl tm lu:; Nt:l\HI\:iom~s do ln rcr;poctiva notifk.<1Ci6n. 

;:~ E~;crile> do GolicitLide.~;, HTQlll'l1t:H110!'; V r>nJob~r. del seiior H;.¡y¡.¡rri, p{'U· 43 v 44. y anexo 
(Rc:r.olución do ·¡O rl'1 ago1;to eh~ 2.007 qu~l doclnro k1 proccripdón dr~ la :Jr.Gión pl:.,nnl ror,pecto dr;~ lo:.; 
irnput<ldc.J:;; GlJSl<JV(l /\c,lolf'o Storni y Ecflrardo Alb<'lflCl l,.¡¡rrf:ll-1). 
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otros Tr<1tOS r) pünas Crueles, Inhumanos o Degradantes WrotoCtJio de Estambul) 
"los presunto:;'. irnplicf.'ldos en torturas o malos tr<Jtos serán apartados de todos los 
puesTOs que entrar1en un c:ontrol o poder directo o indirecto sobre los querellantes, 
los testigos y sus farniliElS, así corno sc1bre quienes practiquen las investigaciones"~\•. 

40. En definitiva, la Comisión observa L:J exls¡encia de una serie de 
rnecanisrnof. que han favorecido lé:l impunidad en que se encuentrA el presente caso 
fl rn8s de 1 6 oi1os de ocurrido$ los hechos. 

2. Violaciones cometidas en la causa penal seguida contra ol soñor Juan 
Carlos Bayarri p()r su presunta participación en el socuostro extorsivo de cínco 
personas 

41. En relación con el segundo proceso, es decir, el seguido oontrfJ el 
setior Juan CFtrlos Bayarri por su prGsunt:;¡ particip;:¡ción en el secuestro extorsivo de~ 
cinco personF.Jl:,; (c¡;¡usa 4.227), el jLrzgado terdó casi 1 O aí'íos en dictar la sentencí~1 
d12J primera inswnc:i~'i (ele 6 de agosto de 2001) y casi 13 ar"'los en decidir (en junio de 
2004) que el ~;1;1fíor Bayarri debía ser absuelto de los illcitos que se le imputaban. 
Durante todo el proceso, el señor Bayarri ElStuvo privado de su libortocJ. 

42. Cr.ll)e destacar que al dictar la sentencia de primera in;;;tancia, el juez 
rechazó la solicitud del ser"\or Bayarri de que no so diera valor ¡:¡ la confesión 
obtenida bajo tonura. El juez fundó su decisión en la ausencia de um1 resolución de 
rnérito en ]¡:¡ (~~)usa en la que él es querellante. El juez de~rt('lGÓ qut-) "pese al foroo 
ti0rnpo trnnscurrido, no se ha dictado respecto del personal policial involucrado, ~~~ 

auto de prisión preventiva que sería el mínimo requisito necesario parf.l aceptar la 
retractación !d('l conf0sión] planteada"~111 • Por lo tanto, la félltn de debida díligencif.l 
del Estado ('m investioar y soncionar el hecho de tortura tuvo un~1 consec1.rencia 
directa en 1~;¡ condena que se dicté)ra y en el rmliHenímienro de 1<:1 privoción de 
libcrtod del t~c::iir.'lr 8ayarri. 

43. E~no se vincula direct~1mente, además, con una violación del principio 
de presunción de inocencia establecido en el artícLdo 8(2) de l;;¡ Convención 
Americana en perjuicio del señor 13ayarri, quien permaneció dotenido por casi 1 3 
ai'\os, haya s¡ozado de esa prerrooativa. El proceso para la deterrnirHlCión de In 
inocencia o r.ulpabllidad de los acusados debe substanciarse en un pl<:1zo razon;:tble 
de modo de no desatender el derecho él lti scouridad y libertad de estas personas. La 
restricción dr:1 (!~;<.JS derechos más <lllé de los per{HYietros establecidos por la ley y los 
márgenes de rélcionabilídad con la excusa de preservar la presunt.í:'l eficacia de la 
Investigación, irnplica favorecer la presunción de que las pN~~onas que se 
encuentran deTenidas corno resultado de esa investigación son culpables~q. 

~~ ().N.U .. Oficin<l del Alto C:t.lrnisionHd() do li"J!l Nrwiom:n Unidas par<1 fo¡; DI:Hc~elws H~HTionos, 
Girwbrn, 2001, disponible en; www ,Linhchr .ch/pdf/8i~'tprot spo .pdt. Vé(l¡;e CorH! 10!-1. CrJSO Guri(:m·12 
So leY VS. Colombia. Sentenci<' d~l 1:? do !lOJ)tif.lll'lbC'fl rlo 2005. S(Hie e No. 1 32, púr'l'. '1 OO. 

:w SenWrH.;i;,¡ d1~ f.Hinwrn Ír'I~Hr.mcin omitida ol ü ele agosto dEl 2001, (J,~nrro rlo In cnus<l 4.22/ 
"Macri, M<turic::io .~·,¡ I:CI'iV<JGión iloHnl de la libertad'', <Jnexo 3.3 de l1:1 d(mwndn. 

:." CIDI-I, C:/Jso Jo¡ge AI!JIHto Girndrii:Jz, Arocmtinr.c, Informe N" 11.24~i, (11:11 1 •·• dt! nwr'..:u do 
1996. r.H'lrr~. 7CJ. 77 y 78. 
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44. Al respecto. la Corte lnteramericsna ha destacado que 

"~Jstlm<:~ qu~J en el principio de presunción de inoconci.:-> S~Jbyaoe el propósito 
de l;,1s ¡;¡::tr<:·,rrtíns judíci;:Jic::s, ni nfirmar 1~1 ich~a de que una person<J es inocente 
hast;:-1 qur:) ~;u culpabilidad setl dHmostrada. De lo clíspu€tsto r:1n el ortír.:ulo 8.2 
dEJ la C:OIW(Jnción se derivo lo obligación ostntnl do no r(~strin(~lir la libertad dHI 
detnnido rn(¡s ~:~lit! de los lírnit~lS l~slrictarnente necesarios poro osogurnr q~JO 
no imp(,ldirf:l 01 clr:lSQrrollo C:lfíciente d~l lr:1s invr:lsti~¡ociones y ((L10 no t:~ludlrf, lo 
acción ele l.cJ justici<:1, pues la prisión preventivo es ~mn m~Hlida cau1tllar, no 
plmitivn. EsH) ecmtexlo (~St8 expresado en múltiples instrumentos clol d0rc::cho 
internr.,c:ional ele looR d!:1roGho~ hlJmonos y, enlr!} otros, l~n el Pacto 
lntornocion€11 do Derechos Civilo:;; y Pollticos, que díspOCH) quE! la prisión 
provunl ivcJ dE-l li'JS pHrsonas que l1ayon de ser juzgadas no d0bo sr.lr !(l rogiCi 
g('Jf'ler<:II (ar·ticulo 9.3). En C8SO controrio se c)storíu <:orrwtiondo una injusticia 
ni privor ck: libcrtod, por un plozo do!>proporcionr,ldo rf.'-)specto de la PEma que 
r.:orrc~1:>pondcrí1:1 al dtllil"o imputado, s Pl~rsonas cuyo respon~~nbilictod criminnl 
no t1a siclo estélblecida. Serl<:~ lo mismo que ontícip<H unl'l pena <:1 la ~H·H\\~HK:iéi, 
lo G~Hll (~!•ltó (Jn contra do principios generales del derecho univorsalmentl:l 
reconocidos'':.\;•. 

45. fl Estado al<=;ga que la razón de la larga prisión preventiva en que t~e 

mantuvo al petícion<Hio, se debió :;:¡ las pruebas que existí8n on su contro y que 

hacían presumir que habría PMtioipado en los secuestros que se le imputuban, 
aunado a qu,;: por la complejidad de la causa era necesario llevar a cabo diversas 
invc~stigacion<:.lS tcndi8ntes a comprobor su responsobilidad en los hechos. Sin 
ernbargo, la Comisión adviene qur:,l la prolongé1da prisión preventiva ;:¡ la que estuvo 
sometido el f;t:~fíor Bay(lrri implica que el Estado de Ar(JGr1tina pres~1n1i6 su 
culpabilidt.1d y lo tri:'ltó como tal, en contravención del principio ele presunción 
inocenciél con~i~lf:¡rodo en la Convención Americana. 

46. Deb0 <Jsimisrno sei')alarse que el peticionario c1sr,uvo en prisión 
preventiva duranle 13 at1os, a consecuencia, principalmente, de la declaración 
inda~3atoria que presentó el 24 de noviembre de 1 991 ante el juez de instrucción y en 
la que admitió su particip¡:¡ción en los hechos que se le imputaban. 

47. No obstante que la Cámara Ní:lcional de Apelaciones en lo Criminal y 
Correccional resolvió el 1 ° de junio de 2004 anular las actuaciones dol proceso 
seguido contra ol señor Bayarri y en consecuenci¿l t:Jb$Oiverlo, cesando de ese modo 
las violacione~; cometidas on su contra en dicho proceso, el Estado es responsable 
interní'lcionalrnerne por dichas violaciones y tiene el deber de repi.'H(Irlo ínH~grameme 
por 11:)~.; rnisn1í.'JS. 

48. f'r..1r todo lo anterior, la Comisión considera que ha quedado 
demostrado quB Hl Estado Mgentino violó los artículos 8 y 25 do lú Convención 

·'~ Cortr.l !f)H., C'cl$0 Su;,ir&;;. lio,o;c,1r0, s~mlt!r"H:i<J dol 12 do noviombro de 19~17, Sr:Hil;1 e N° 35. 
pón. 77. 

13 

111'1 1"\ • 1"\ r fl r" r 1"\" T A~~ 1111 1 A A. 1\0 IHA 



    

 

Ü(IQJ..l85 

Americana, en rel~1ción Gon el mtículo 1. 1, en perjuicio del seftor ..,Ju<:1n Carlos Bayarri 
y así solicitEJ a la Corte que lo d<~clarc~. 

V. REPARACIONES Y COSTAS 

49. Corno ha declamdo la Corte, ''[e]s un principio de Derecho 
Internacional que tod~1 viol0ción de uno obligación internacional que lwy~1 producido 
dí~r")o cornport8 ol deber de repararlo adecundarnente"'1:J_ En el presente caso, la 
Comisión lntt=m:Hlleric~ma ha demostrado que el Estado incurrió en responsebilídad 
internacional por la violación de los derechos a l<:1 libertad personal (mtfculo 7}, a la 
integridad personal (articulo 5), a las garantías judiciales (artículo 8) y a la 
protección judicial (artículo 25), todos ello$ en relación con el artículo 1 .1 de la 
Convención, en perjuicio del señor Juan Carlos Bayarri. En consecuenci<:~, ha 
formulado una r..;~)rie de consideraciones (p8rrefos 113 y siguientes de la demanda) 
sobre la restítvr.io in íntegrum que corresponde al señor Bayt=mi. 

50. ~3i bien el Estado alega que dichas violaciones "han encontrado 
odeeu(ida rep:;m-1ción en el ómbito de la reparación interna"JA en vista de la sentencia 
de 1 de junio de 2004 de la Cámara Nacional de Apelaciones qut) absolvió al sei'ior 
Beyarri y le devolvió su libertad luego de casi 13 años en prisión, cabe destacar quE! 
aunque irnpor·tante, dicha medida de reparocíón no es sino una de las medidas a que 
est8 oblig21do el Estado argentino. 

51. En efecto, en virtud de las violaciones sufridas por t:JI sHfior Boyarri el 
Estado debe éidOptar. de:J acLl0rdo e líJ jurisprudencia interarnerici.'in:;~, una serie de 
medidas de rep~m;¡ción adicionales, entre l~s que cabe destEJcar la obtención de 
justic::i<:l en el caso particular y garantías de no repetición de las violaciones 
cometidos, además de uno justa Indemnización calculodi'l de acuerdo él los 
estándares ínter"i7lmericanos. Contr<lrio a lo que alega el Estado, lcJ$ medidas de 
reparación pr:mdier1lé$ de adopción no se~ limlt(':Jn exclusivélment~; ~~ EliHEl l'Jitinlo 
aspecto. 

52. En ose sem:ido, la Comisión se refirió en su denwnc:lo t1 los criterios 
adoptados por l;:l Corte en rnateria de reparaciones destacando que "las medidas de 
reparación tíendc·m a hacer desaparecer los efectos de las violaciones comc~tid<:1S ,,:l!\. 

Dichas mcdid~ts comprenden las diferentes formas en que un Estado puede hac~Jr 

frente a la respons8bilidad internacional en la que incurrió y conforrr1~ al derecho 

-----····--.. -· .. ···-···-·-··· ................... --·-
:
1
:
1 Corto i.D.H .. Caso Bueno Alves. SEHllt~rl(JÍ<l de: 11 de rnayo do /.007. Sr.::ri0 C No. 164, 

p~rr. 12H; Cfr'. CM!(: I.D.H .. Ca::;u La C;)ll/(Jta. Sr:mtenc:ia de 29 de rwvj~)lnbrG) do 2000. Serii:J C No. 
1 G2, p(orr. 199; y Cort0 I.D.H., CilsO dt:tl Potwl Miguo/ Ci:Jstro C¡J:::Iro. Snmonc:ia de 2.G de noviNnbre 
dP. 2006. Serie: C Nt). 160, púrr. 413 . 

. :•·' Cornc:•t:.tación di.\ In clt·liTIFJndn dol Estado <ng(tr\lirJ(J, pó¡¡. 28 (hl IH c.~<¡rnunir:ación 
CDH.11.2S0/02(3 lh:l 11 tl\'l onorQ do 2008 . 

. ;,i: CortE! l.ll.H., Coso Lo Contut{J. Sentencia dt:J 2.9 dt:l n()viombro d0 2006. Sorit~ C No. 162, 
pórr. 202; Cfr. (:"(.11'1.1:) I.D.H., Co~w Golburú y Ot'ro~:. SMtl:li)(:Í[;l de 22 de septierniJrt:! dt:l 2006. Serie e 
No. 153, pórr, ·¡ •1.:3; Cc.)rw I.D.H., Co:;o Monwro AnJng(Jrf.ln y Oltos (l'lotón eh• C;·Jtin). S<:lntf.lncin de !':i cte 
julio de 2006. StlrlH e N(). 150, pórr. 118. 
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internacionol consisten en medidas de restitución, indernniz;:Jción, rehabilitación, 
satisfacción y rnc.;didt~s de no rep0ticiónJu. 

53. En tal sentido, Cflbe sef1al¡:¡r que el testimonio del sefior Bayarri, así 
como los peritajes de los doctores Garré y 0Ldroga, producidos en la audiencia 
públic8 del prr:~~,;(,;nte caso, y los peritajes ofrecidos por el Eslndo de los doctores 
Ziell;:¡ y Tolcachier demuestran la magnitud de las consecuencias físicas y 
psicológic<'!s suf-ridas por el señor Bay<:~rri como consecuencia de los hechos vividos. 

54. En tfll sentido, el peritaje del d(lctor Gorré demuestra que 0l señor 
Bayarri, adem~~~ de las lesiones sufridas mientras estuvo ilegalmente dErtenido y que 
el Estado h1:1 aceptado constituyeron tortura, sufrió otras lesionl'ls mientras estuvo 
detenido, y otra~; que ya presentaba se agravaron durante su detE!nci6n. 

55. Así, las lesiones en los oídos ··.que fueron producidas mediante tortur<:l-
progresaron por la falt(l de un tratamiento médico adecuado y oportuno mientras se 
encontraba on prisión preventiva, lo que llevé> a que ddlier8 SN operado en 
diciembre de 1995, a pesar do lo Cu<ll tiene una pérdida de audición que en el oído 
derecho es eJe un 40%. El peritaje del doctor Ziella, ofrecido por el Estado, llega a 
sirnilcm!lS conclu~:;iones sobrti'l la pérdida de audición, indicando que (~S de un 7, 7% (m 
el oído izquitmlo y de un 36,7% en el derecho. 

56. Además, en cuanto él la dentura del señor BEJymri, el doctor Garré 
determinó qur;) la falta de atención y cuidado dental mientras e~>tuvo en prisión 
preventivo siwlificó que perdiera varias piezas dent<:1les, de rnodo qUEl de las 32 quG 
debiera tl!lrH:H· . .sólo cuenta con !'>iete, La pérdida de varias piezas dentales fue 
constatada por t:JI docr.or Ziella. 

57. Finalmente, el doctor Garré constató una lesión en los pi<.'!s del seí1or 
Bayarri, señHianclo que prcsonto un hallux rigid\JS que causa gran dolor y requiere 
calzado especi<:1l, aden1ás de un tmtmnic:::nto rnédico adecuado, que en el caso del 
serior BayMri. por la falra de un tmtmniento médico oportuno, requiere en la 
actualidad una intervención quirt:1rgica que conllevü un0 tnínusw'llia. A simil<lres 
conclusione~~ !le-na el peritaje del doctor Ziella. 

58. El peritaje de la doctora Quiro~)a, por su parte, concluyó que el seí"1or 
Bayarri sufría de un trastorno de estrés post traumático crónico corno consecut)ncia 
de los hecho:'.\ sufridos. La doctora refirió los transtornos gcnerodos en el seno 
forniliar, ejempli·fic(:lndo algunas de las dificult<:1des del seí1or Bayarri para 
reintegrtlrs¡; ::11 mlsrno luego de venir del mundo "turnbero" lleg(lndo a describirlo 

:•<< Vm Nnciorms Uni<Jas, lnfonnt' definitivo prt.>st!fl(éldú pOt Thco Van Bo11on, Rr.1lator ESp<U:ifJI 
pDm la Rostiti.Jcir,n, Comp<'m:m:íón y RF'llwbilir<J(~·i<ír) (!¡:¡ las Vfctimas dé' Omves Viu/o(:ianc~• D Jos 
Domclws Hum<"JI"IOI.1 y al Dt.•rur.:ho Hwnuni/(J(ÍO, E/CN.4/Sub2/"1990í1 O, 26 jltlio c:te 1 f¡O(J. Vor wmbit'.:n: 
Cort(:) I.D.H., Caso 13/aktl, Rt1f.iéi(0\.ÍOnes (Hrt. 63.1 Convención Arneric<lrW :-:obrr:1 ClOfi!JCiws Hurnanon). 
Sontenci¡¡ de 2.?. de ~Hli:Htl d~J 1999. SGJ(ÍO e No. 48. p(¡rr. 31; G'<I~O Suúrf.17. Rosan), RC:{Jt.J(tJCÍonm; (urt. 
63. 1 ConVI:.117ciÓI! AmefiC(II)(! sobre Dr.m:::c!JOS Hunwnos), Sentencio d~l 20 dti (!fl0(0 (jf) 1999. S(:)rie e 
No. 44, pilrr. 1.1.1, y CorH1 I.D.H., CiJSO CiJSlillo PiJe2. Ropun1c:íorw~; (nrt. 63.1 Co¡wonción Americ>'lnil 
!lobr(;) Derecho~: Hl.llnanos). Sontoncio de 27 de noviembre de 1 ~J98. S~1ric1 e No. 43. 
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como un "exp!;)diente vivo pero una porsONl rlHJGrtí:l", en una situnción farnilic1r en 
que su esposr:1 !'.drve de ''secretaria de c~JuS~l" y su hija permanece psicológicamente 
recluida, COITlO lo estuvo su pfldre. La doctora det~mninó que el seí1or Buyarri 
requiere un adecuado tratamiento psicológico no sólo dt1 modo indivichJal sino 
'téHnbién de mor:lc1 ·familiar "dado que ól vive en ·familia". 

59. A similar dial~Jnóstico de qu~ el señor Bayorri sufre de trastorno de 
estrés post tr~H.In·¡f.rcico llegó ol perito del Estado, doctor Tolcachier. 

60. L:.~ Comisión considera que estos elemenTos sobre r~l dor1o causado 
dcb~')n tornon>t:! en cuenta por la Corte al determinar las medidas de reparación 
procedc:~r'ltes, conforme a lu jurisprudencia interamericana, respHcto del SE!i)or 
Bayarri. 

1. M~ldidas de compensación 

61. En efecro, la Corte tH'J establecido los criterios esenciales que deben 
oríentm una justa indernni7.ación destinad~l a compcnsor económicamente, de una 
manera adecu<:1da y e·fectiva, los daños su-fridos producto de las violaciones en 
contra de los derechos humanos. Asimismo, la Corte hí:l esT.ablecido que la 
indemniz8ción tiene un carácter meramentE: compens<:ltorio, y q\11:1 18 mism<J será 
otorgada en iD cxtcMión y medida suficifmtes para resMcir l'éliHO los dai'ios 
materiales como inrmrtcri81es causados:n. 

i. Dm1os materialos 

62. · E.l clar)o emergente ha sido entendido como la consecuenc:;ia 
¡nnrimoníol din:,,cra (~ inmediata de los hechos. En este concepto se consíder<:l la 
afectación p;:JI:rirnonial derivada inrnediala y directornente de los hechos en rci~JCión 
con los gasto~; •.:m que incurrió la víctima y sus fcHnllit1res;m. Por ~~u pmta, el lucro 
cesante se entiende como la p8rdida de ingresos económicos o br·lll~)ticios que se 
han dejado de: obtener con ocasión de un hecho determinado y que es posible 
C\.Jantíficar a partir de cienos indicí:ldores mensumbles y obíetivos~n. Como 

:;·¡Corte 1.[1.1-{,, CIISO l.t~ Cantuta. Snnttmciu do 29 tl~! novifJrl\bro (l(J 2006. Serio C No. 16;~. 
párr. 202; Ctr. Cort!) I.D.l-1., Caso GoibunJ y otro:;. Sentencia de 22. dl:l 5t:lpliNnbrn dH 200f3. Sor\c C 
No. 'IG3. prirr. 'í4:·~.: y Corte I.D.H., Coso Monrr:m Amnyuren y otru::; fRt.'{(!tn dr:.' Catio). Srm1oncin de 5 
()0 julio dGl 200(). ~I(:JI'ÍI1 e No. 150, púrr. 118. 

;¡1\ Vt:lr .:11 r'f:1Sp8c·w: (;()r t:c~ I.D .H., C{Js¡¡ Loayza l'wm.tyu. Rr,,p¡:rtiiÓOrli~S (nrt. G3. 1 Convención 
Arncric¡¡na vobre Dorochos Hl.Jmnnos). Senrcncia de 2"/ d1:1 noviernbrc·l <lo 1998. Serio C No. 42, pMr. 
147 y C(lr(!:l !.D.I·I., Corto I.D.H .. Caso A!o&bot.'t0{~ y Mms. f?(.Jpamciones (art. 6:~.1 ConvHnci(¡n 
Arnor'iG(H)ll (iObro Dorccho5 Hum('lno~:). Sentt~nd<1 c:lc·l 1 o (J() llcptiernbre do 1993. Sr:Hi~:! e N(l. 15. p{¡rr. 
50. 

;,(\ Ver n! renpecto; Corto I.D.H., CfJSO Looyzn Tomayo. R~:.•purt!(:iurws Ion. 63.1 Convención 
Arnoricnna t>otJrc Derechou 1-hmwno:>l. S0nl.(:ncín do 27 do noviernbr1~ do 1998. Sorí0 e No. 42., pórr. 
14 7. Corto 1.0. H.. C~:tso Gf1trido y Boigorrio. Ra¡){lf'ó:lr:iones (clrt. 63.1 Convt.::nr:íón Amcricom1 sobrr:J 
Demchos HLirnanor;), S1~nt<:HlCÍr.1 d1:¡ 27 l'h:¡ ü~:J(Jst:o ele 1998. Serie C No. 39, rdJI'r. 48 y Corte I.D.H., 
Cu::,·o Aloc~bo~•to<:' )' otro~;. Ruparm;·i<'iflt~r. (nrt. 63.1 Convenr.:ión Am(7rÍG¡;r)¡¡ ~;obro Dorocho!l HLirll(Hio<:). 

Senr.encla rle 10 (Ü) (;eptiernbtH !h~ 1893. Serio C No. 15, ptÍrr. 50. 
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consecuenci¡;¡ d~! lo descrito, el selior Bayarri y su félrnilia debieron rGolizar es-fuerzos 
económicos irT)portantes con el fin de reclamar justici~J y para solvent8r los 
tratamientos sicológicos necesarios para poder sobrellevflr las consecuencias que 
acarrearon las wsves violaciones sufridas. 

63. La irnpunid<:1d ele los responsables y la ·falta ele repar<:Jción, 
transcurridos casi 16 años desde los hechos hclr'l alterado el proyecto de vida del 
seíior Bayarri y de su familia~0 • 

ii. Dai'ios inmateriales 

64. Juan Carlos Bayarri experimentó y Sif}Ue experimentando secuelas 
ffsici3s y sufrirnientos psicológicos profundos, producto do l¡;1s tortur<JS de las que 
h1e objeto rnientr~lS que se encontraba en custodia estatal. El soporte probatorio 
provisto por lo::: exám<mcs médicos y psiquiátricos producidos por los expertos 
forenses detTiUF~stra quE-) el ser"ior B<)V8rri padeció 't(ll~~s sufrimientos al momento de 
los hechos y \::un sufre las consecuencias41

• 

65. /\::,imismo el dar"ío psicológico causado por las torturas se ha visto 
exacerbado por el rccllnzo de sus reclamos ante el poder judicial. El señor Bayarri 
intentó con todos los medios a su t:llcance superar la impunid¡:¡d reinante en este 
caso, y sol.;¡n·H'!nte recibió denegación consistente por parte de laf; 9Utorid¡:¡des 
judiciales. El sufrirniento y la angustia se originan en las torturo::; y se agravan 
debido a la impunidad persistente. 

66. Adicionalmente debe tomarse en cuenta que el señor 8ayarrl estuvo 
privé1do de su libertad por casi 1 3 ar)os, luego de los cuales fue declarado inocente. 

2. l\fl(7didas de satisfacción y garantías de no ropotición 

67. La t~Misfacción ho sido entendida corno toda medida que el autor de 
una violación d<.;:be adoptar cc.1nformc ~~ los instrumentos internacionales o al derecho 
consuetudinr,¡rio, que tiene corno fin el r<!lconocimiento de la con1isión de un acto 
íliclto~ 2 , La satis·facción tiene I~Jgar cuando ¡se llevan a cabo tres élCtos, (10rwralrnente 
en ·forma flCun·¡ulativa: las disculpas, o cualquier otro gesto qu<:: cü,)muestre el 
reconooirl'!ienTo de la autoría del ~cto en cuestión; el juzgarníento y c:astigo de los 
individuos responsables y la toma de medidas para evitt~r quC! se repita el daf1o 11

:
1
• 

68. En este sentido y de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte qué 
incluye In satisfacción y garantías de no repetición corno parte de la restiwtío ti? 

·'t' Vf1fl!H': r.rmHmicadón de In vlctirna, anexo 5. 

·" Vóf!~;¡;; :'.:orYI\H1iGl)(;ión de la vrctlma, anoxo G. 

,;;• Brownlio, Stww Resporlsí/.)i/i(y, P:J(t 1. Clarondon Prrws, Oxtord, 1983, p¡:¡g, 208. 

·::1 /dem. 
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intr:~grum'''', ia Comisión solicita a la Corte que ordene al Estado adopwr medidé.ls de 
smish:tcción inc:luyendo actos lendientes 81 reconocimiento de lt:1S violaciones 
perpetradas en perjuicio dG Juan Ci:~rlos Bayarri y de la impunidéld en le que se 
encuentran, a::;i corno para re~:::st8blecer SLJ b~H?n nornbre y la s8guridad de sus 
familiares. 

69. U1 primera y más importante medida de reparación en el presente 
caso es la ct~S8Ción de la denegación de justicia, la que ha durado casi 16 arios, 
dado que resultél esencial que se establezca la verdad ~~obre los hechos y las 
<.:orrc-:lspondiEmtl::!> responsabilidades con el ·fin de consolidar que la prohibición de 1(~ 

tortura es absoluta y que su inobservancit:l tiene consecuencias reí'lles. 

70. En cuanto a las garantíi3s de no repetición qlJe deben lHlcer parte dG lo 
reparación, la Comisión considera que los hechos del caso revelan le:1 necesidad de 
que el Estado adopte medidas tendientes a evitar la consumfJción de í'lctos similares 
por sus agente::; 1=m Hl -futuro. En este sentido, resulta esencial roforzar los controles 
oficiales en los centros de detención de las dependenci~1S de la Fuf.trZCJ p(¡blica de 
modo de asc:,¡urt:H el respeto de la protección y las garantía$ judiciales do los 
detenidos. La ausEJncia de supervisión estatnl adecuada permite el empleo del 
(lPf.lrflfo del Estndo en la consumación de gréJV0S vioiCJcioncs a los derechos 
humanos y la consecutntc responsabilidad interrH1cional del Estado. 

VI. PETITORJO 

71 . Con funclf3mento en los ¡:¡rgumentos dE) hecho y de dHrocho 
expuestos, l;:'l Comisión lnterarnericana de D(m::chos Hum¡::mos solicita o la Corte 
lntGrc:~rnericonr.1 de Derechos Hurn{mos que concluya y declí'lre que el Estado 
argentino: 

f.t. C:s responS~lblt:) por In violación de los íH\lculos 7 (Derecho •:1 la 
Libertad Personal), 5 (Derecho a la Integridad Personal), 8 (Garantfas 
Judiciales) y 25 (Pr<>tección Judicial) en conexión con el artículo 1 (1) 

(Obligación de Respetar los Derechos) de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en perjuicio del señor Juan Cmlos Bayarri, 
Eln razón de su detención ilegnl y arbitraria, ~wmetirnionto a torturas 
mientras se encontraba baío la custodia del Estado, prisión preventiva 
d() casi 13 años, y la denegación de justicia subsiguiente; 

b. Debe cornpletar de manera rapida, imparcial y efec:tív¡:¡ la investigación 
ele los sucesos que tuvieron 1\)gar mientr<:1s el :;;etior Juan Corlos 
H¡:¡yarri eswvo bajo custodia, o fin de detallar en un informe oficial, las 

------·-···--····""'"''···················--·-· 
'"' CCinü l. D. H., Caso 8/::tf.:cl, Rop<lmcionns (art. 63. 1 Convonc:ión Amorícmm t~(>brr,l Df!foc:ho:; 

Hum<u,r.n~). Sc:mwncio do 22 de tlll~Jro d~J 1999. Serlo C No. tl·í.!, p(m. 31; Cw:u Suótt~l. Rosero, 
Repi.iroc:iorJt:tS (O ti. 63. 1 Convención Amerir:nna sobrt' Oemc:/w::; NurmJ/lo:>J, Sentm1ci<1 do 20 do enero 
dr~ 1999. Sori,:¡ C No. 44, pérr. 41, y Corte: I.D.H., CciSO C<JS(il/o Pfwz. ft't!pilror:iO!J&S (nrt. 63.1 
(:qnv(:HJr;i(>n Acnülicr.tna oobr0 ()¡~rr~<:hM; Humemos). Senten<;;l.;¡ dH 27 d(: noviornbrt' dr:1 1998. Serie C 
No. 43. 
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circunstancias y la responsabilidad por las violacionet' de que fu~J 

victima; 

c. En base de la investigación efectiva de los hechos, debe tomar las 
rní:.lclid<:JS necest:lrffJS PMfl someter a las personas responsables de los 
hrDchos de detención arbitraria, 1orrura y denegación de justicia, ame 
los procesos judiciales y procedimientos í.'1dministra1ivos apropiados; 

d. D~)be adoptar las medidas necesarias parc:t repElrar las violaciones 
e!.n<:lblecid<'Js, y asegurar que el señor Juan Carlos Bayarri recib<:.1 una 
,iusra cornpen.SfiCión que torne en cucntél las consecuencias tísicas y 
p1::icológicas para la víctima; 

e. Debe 'tornar las rnedidas necesari¡;¡s para prevenir que tales violé.lciones 
ocurr<m 0n el futuro, de ;:¡cuerdo a la obligación genc~ral de respetar y 
Etsegurar los derechos establecidos en la Convención, que incluyen 
rneclidas eduCé)tiv~¡s p<lra los €1gcntes policí(lles sobre los est8ndares 
irnernacionales y la prevención de lt1 torturo, y medidas para evitar la 
cJetención en condiciones de incomunicación; 

t. D~?.be adoptar lns medidas ncccsé.lrlas para que los familiares de Juan 
Carlos Bayarri reciban adecuEJda y oportuna reparí31Ción por las 
violaciones alegadas; 

g. Debe publicar las partes pertinentes de lél sentencia que dicte la Corte 
lnr.eramericana en el presente caso; y 

h. Debe hf.lcer efectivo 01 pago de las costEls y gastos en qu\':! hi:l 
incurrido la víctirna pore litioor es·te caso en el ámbiTo inTerno, así 
como ante la Comisión y la Corte, y los honorélrio.s razonablos d(:J sus 
;:Jpoderados. 

Washington, O.C. 
1 4 de julio de 2008. 
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